PROYECTO DE DECLARACIÓN
La Honorable Cámara de Diputados de Buenos Aires

DECLARA
Ante la grave situación existente por el conflicto del sector agropecuario, solicitar al Gobierno Nacional la convocatoria a una “Mesa de Diálogo” que permita recuperar un espacio de convivencia y paz social; la suspensión de las medidas que han generado el estado de la situación; y la constitución del Consejo Federal Agropecuario Ampliado como ámbito técnico de análisis de las políticas nacionales agropecuarias.

FUNDAMENTOS

El Gobierno Nacional viene manteniendo una estructura tributaria regresiva y fuertemente centralizadora de los ingresos fiscales en manos del Poder Central. A su vez, no impulsa la discusión de un nuevo régimen de coparticipación federal de impuestos, manteniendo intacto el anterior esquema enmarañado que le otorga una importante discrecionalidad en el reparto de los recursos, amen de beneficiarse con la coyuntura positiva que atraviesan las cuentas públicas nacionales, explicadas en buena medida por el espectacular aumento de las retenciones a las exportaciones que no son coparticipables.
En tal sentido, vemos que las retenciones a las exportaciones -con una recaudación estimada para el año 2008 de $24.231 Millones- representan casi el 100% del superávit primario que obtiene el Gobierno Nacional, el cual está previsto para el 2008 en $ 25.900 Millones, un 3% del PIB. Esto explica claramente la reticencia del Gobierno Nacional a discutir una reforma del sistema impositivo y del régimen de coparticipación: las retenciones son recursos no coparticipables, y sustituirlas, reintegrarlas o diseñar un esquema de participación de las provincias, implicaría el esfuerzo para la Nación de recaudar el doble, ya que más de la mitad debería girarse a las provincias. 
Según las estadísticas oficiales del Ministerio de Asuntos Agrarios y Producción de la Provincia de Buenos Aires, durante el período 2005/2006, en el territorio bonaerense se cosecharon un total de 24.186.278 toneladas de granos. Dicha producción se discriminó con los siguientes volúmenes de producción: 10.526.710 t de soja, 7.450. 976 t de trigo, 4.304.450 t de maíz, y 1.904.642 t de girasol, entre los principales cultivos.
Durante la campaña 2006/2007, en la Provincia de Buenos Aires, con una superficie de 28.572.700 hectáreas, se utilizaron para la siembra de soja 4.057.028 has (14,1%), para el trigo 2.989.765 has (10,4%), para el girasol 1.180.288 has (4,13%), y para el maíz 919.605 has (3,21%). 
En cuanto a las superficies cosechadas, las cifras fueron de: 4.00.918 has, 2.981.325 has, 1.171.548 has, y 708.430 has respectivamente. En cuanto a la producción, durante la última campaña se obtuvieron en nuestra provincia: 11.653.274 t de soja, 9.019.700 t de trigo, 6.095.250 t de maíz, y 1.676.307 t de girasol; cifras que, con la excepción de este último cultivo, han sido superiores a las obtenidas en el período 2005/2006.
El gobierno nacional ha venido aplicando un mecanismo de retenciones fijas a la producción que, para el caso de la producción de granos, son los siguientes índices: soja 35%, girasol 32%, trigo 28%, y maíz 25%. 
Sin embargo, el día 11 de marzo pasado, el Gobierno Nacional, dispuso, mediante la resolución 125/2008 del Ministerio de Economía y Producción, un nuevo esquema de retenciones móviles para el sector agroexportador. El esquema consiste centralmente en establecer diferentes rangos de precios de exportación sobre los que se les aplica una alícuota marginal creciente de derecho de exportación, incrementándose a medida que aumenta la cotización internacional de cada uno de los tipos de granos.

De acuerdo con los valores actuales del mercado, los rangos de retención para los cereales y oleaginosas mencionados son: de 43 a 49% para la soja, de 37 a 45% para el girasol, de 24 a 30% para el trigo, y de 20 a 25% para el maíz. Cabe consignar que, en todos los casos, no se han establecido límites en los porcentajes de retención a aplicar de acuerdo a posibles incrementos en las cotizaciones internacionales de los granos.
Según los últimos valores –marzo de 2008- en las bolsas mundiales de referencia, la tonelada de soja se cotiza a u$s 500.00,  la de girasol a u$s 646.96, la de trigo a u$s 401.92, y la de maíz a u$s 212.40. Sin embargo, con la aplicación de las retenciones, el gobierno nacional se apropia coincidentemente del 44%, 39,1%, 27,1%, y 24,2% de dichos montos. Ello implica –en la práctica- una reducción de los precios de dichos granos a los siguientes precios por tonelada: u$s 280, u$s 394, u$s 293, y u$s 161, respectivamente.
De tal forma y para el caso particular de la Provincia de Buenos Aires, los bonaerenses dejan de percibir por las mencionadas producciones un total de u$s 4.282.494.608,44 que son retenidos por el Gobierno Nacional sin coparticiparlos con el Estado provincial. Dicho monto se discrimina de la siguiente manera; u$s 2.563.720.280,00 en concepto de soja, u$s 424.042.362,20 por el girasol, u$s 982.429.683,26 en concepto de trigo, y u$s 313.302.282,98 por el maíz.
Se debe tener en cuenta que la cosecha, del país para el 2008, se calcula en unos 47 millones de toneladas estimándose que, el incremento ahora establecido en las retenciones significará un ingreso adicional de u$s 5.100 millones para el Gobierno Nacional.
La explicación oficial para justificar los incrementos de las retenciones es detener el proceso de “sojización”. La hipótesis cuestionable del ministro de economía es beneficiar la producción de carne y de leche que compiten con la oleaginosa. No se logra incentivar la producción cuando el Estado, sin otorgar nada a cambio, se apropia del 95% de los incrementos internacionales de precios. Claramente manifiesta por lo tanto que se trata de un desincentivo a esta producción agrícola.
Sin embargo a lo largo de estos años ha destruido con sus políticas erradas las producciones alternativas como la lechera o la cárnica. Es decir, desincentiva una producción sin ofrecer alternativas productivas válidas. Solo le queda al productor la venta o el abandono de su explotación agrícola.
Paralelamente se ha esgrimido como otra intención –falaz- la de contener la suba de precios de los alimentos Sin embargo, parecería que se trata de una medida con fines recaudatorios únicamente, ya que los aumentos del costo de vida  no están generados por la suba mundial de los commodities Con la modificación del esquema de retenciones vemos que el Gobierno refuerza su actitud de privilegiar la consecución de un elevadísimo superávit fiscal castigando a un sector productivo que ha sido el motorizador del crecimiento en la Argentina.
El gobierno no está administrando correctamente este período de bonanza económica. En el camino hacia una de distribución más equitativa de la riqueza nacional, es imprescindible comenzar a desmontar la estructura regresiva que ha caracterizado a nuestro sistema tributario.
Es necesario reconocer las asimetrías existentes entre pequeños y medianos productores, y las grandes empresas y pooles de siembra, y establecer un esquema de retenciones que sea diferencial según el tamaño de la explotación agrícola, zona en que está ubicada, tipo de cultivo y volumen de producción obtenida. 
Hay que generar mayores condiciones para el aumento de la inversión productiva en la Argentina. Si no se genera un salto cualitativo y cuantitativo en el nivel de inversión; poco importará el contexto internacional favorable, ya que la Argentina no estará en condiciones de transitar un sendero de desarrollo económico y social sustentable. 
En este sentido, es necesario promover mecanismos de diálogo y consenso entre los actores involucrados en el conflicto, a fin de rever una medida que no sólo perjudica a los pequeños y medianos productores, sino que también destruye las producciones alternativas como la lechería y la ganadería, desincentivando la producción sin ofrecer alternativas viables y consolidando lo que retóricamente dice querer evitar que es la “sojización” del campo y la concentración de la tierra en pocas manos.
La presente iniciativa es coincidente con el Proyecto de Resolución presentado por el senador socialista Rubén Giustiniani en la Cámara Alta con la intención de  encontrar una salida al conflicto entre el gobierno y el campo, en sintonía con el documento que firmaron el gobernador de Santa Fe Hermes Binner y jefes comunales  de esa provincia.
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